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HONORABLE SENADO:

La Comisión de Salud, en cumplimiento del acuerdo adoptado en
sesión de Sala, celebrada el día 29 de octubre del presente, tiene el honor de
informar el proyecto de ley de la referencia. Con urgencia Suma.

- - -

CONSTANCIAS

- Normas de quórum especial: Sí tiene.

- Consulta a la Excma. Corte Suprema: No hubo.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM

Se hace presente que, en caso de aprobarse las modificaciones
efectuadas por la Cámara de Diputados, en cuanto al inciso final del número
4 (que ha pasado a ser 5) número 5 (que ha pasado a ser 6), del artículo 1º,
permanente, deben serlo con quorum orgánico constitucional, en virtud de lo
dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, en
relación  con  el  inciso  segundo  del  artículo  66,  de  la  misma  Carta
Fundamental.

Por su parte, tienen el carácter de ley de quórum calificado, los
numerales 1, 2, del artículo 1°, por tratarse de materias de seguridad social,

http://www.senado.cl/appsenado/templates/tramitacion/index.php?boletin_ini=14845-11


según lo señalado en el numeral 18 del artículo 19 de la Constitución, en
relación  con  el  inciso  segundo  del  artículo  66,  de  la  misma  Carta
Fundamental.

- - -

ASISTENCIA

- Senadores y Diputados no integrantes de la Comisión:

Senador Francisco Chahuán Chahuán.

- Representantes del Ejecutivo e invitados:

De  la  Subsecretaría  de  Salud  Pública:  la  Subsecretaria,  señora
Andrea Albagli.

Del Fondo Nacional de Salud: el Director, señor Camilo Cid, y el
Jefe  de  la  División  de  Planificación  y  Desarrollo  Estratégico,  señor  Matías
Goyenechea.

De la Superintendencia de Seguridad Social:  la  Superintendenta,
señora Pamela Gana.

De la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez (COMPIN): la
Directora, señora Valeria Céspedes.

Del  Ministerio de Salud: los Asesores, señora Claudia Riveros, y
señores Jaime Junyent; Julio Muñoz y Cristian Miquel.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el Asesor, señor
Cristian Abarca.

De la Fundación Jaime Guzmán: el Asesor, señor Arturo Hasbún.

De  la  Biblioteca  del  Congreso  Nacional:  el  Investigador,  señor
Eduardo Goldstein.

- Otros (Asesores):

De la oficina del Senador Juan Luis Castro: señoras Meggy López,
Paola Astudillo, y Teresita Fabres y señor Arturo León.
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De la oficina de la Senadora Ximena Ordenes: señores Pablo Flores
y Jonatan Sepúlveda.

De  la  oficina  del  Senador  Francisco  Chahuán:  señores  Nicolás
Cerda y Marcelo Sanhueza.

De  la  oficina  del  Senador  Alejandro  Kusanovic:  señores  Iván
González y Sebastián Urrea.

De la oficina del Senador Javier Macaya: señor Carlos Oyarzún.

De la oficina del Senador Sergio Gahona: señor Benjamín Rug.

Del Comité PPD: señora Paulin Silva.

Del Comité RN: señor Octavio Tapia.

- - - 

RELACIÓN MODIFICACIONES Y DEBATE1

El  Honorable Senador señor Macaya, al iniciar el estudio de la
iniciativa, recordó que el problema del alto gasto que provoca al país el mal
uso de licencias médicas es de larga data. Añadió que, en los últimos días,
se  ha  presentado una situación  compleja,  desde el  punto  de  vista  de  la
fiscalización, atendido los informes de la Contraloría General de la República
(CGR) de hechos que están ocurriendo en FONASA y la abultada diferencia,
más del doble, de acuerdo a un reportaje, del uso de licencias médicas en el
sector público versus el sector privado.

El  Honorable Senador señor Castro González sostuvo que el
año 2022 se aprobó en la Comisión de Salud una disposición que modifica el
artículo  8°  de  la  ley  N°  20.585,  sobre  otorgamiento  y  uso  de  licencias
médicas, que entregó facultades de supervisión, fiscalización y sanción a las
contralorías de la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez (COMPIN),
que son los órganos que autorizan las licencias, que hacen peritajes, que
realizan visitas a domicilio. Indicó que, incluso, cuando hay dudas, hacen una
nueva evaluación,  dando el  visto bueno a una autorización de licencia,  o
bien, la limitan o la rechazan.

Agregó que todo ese capítulo ha sido modificado por la Cámara de
Diputados, reduciéndolo considerablemente.

1 A continuación, figura el link de la sesión transmitida por TV Senado, que la Comisión dedicó 
al estudio del proyecto: 
https://tv.senado.cl/tvsenado/comisiones/permanentes/salud/comision-de-salud/2024-11-
04/170801.html  
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Manifestó que, si  se dispone de un sistema que paga, pero no
tiene el control directo a nivel local de autorizar licencias, y hacer trámites de
evaluación, de fiscalizar, es no comprende la modificación de las normas que
apuntaban a fortalecer la supervisión y control.

Por su parte, el  Honorable Senador señor Gahona señaló que
este  proyecto  de  ley  apunta  a  uno  de  los  aspectos  que  tiene  el  gran
problema del  mal  uso de las licencias médicas,  que tiene que ver con el
control, la fiscalización y las sanciones. Añadió que se debería reflexionar si
se acota la discusión respecto a las licencias médicas. Al respecto, consultó
al  Ejecutivo  por  la  disposición  a  resolver  los  problemas  de  fondo,  por
ejemplo, la reducción de la carencia y la aplicación universal de las licencias
médicas, la reducción gradual de las tasas de reemplazo, la articulación con
la pensión de invalidez, el límite de la duración de las licencias y del subsidio
de incapacidad, la mejora administrativa de la institucionalidad del subsidio
de  incapacidad,  la  mejora  de  la  institucionalidad  para  la  autorización  y
sanción, entre otras cosas.

Agregó que, si se circunscribe la discusión al control, fiscalización
y sanción, que es lo que trata esta iniciativa de ley, no resuelve el problema
estructural  del  sistema de licencias médicas y el  subsidio  de incapacidad
laboral.

Por otra parte, consideró que se debería discutir la disminución de
las sanciones, que fueron modificadas por la Cámara de Diputados.

A su vez, la Honorable Senadora señora Órdenes manifestó que
este  proyecto  de  ley  apunta  a  un  factor  estratégico,  cual  es  establecer
sanciones para los emisores de licencias médicas fraudulentas. A su vez,
incorpora  mejoras  a  los  procesos  administrativos  sancionatorios  de  la
Superintendencia  de  Seguridad  Social  (SUSESO)  y  de  la  COMPIN  y  se
aumentan las sanciones a los infractores de ley.

Respecto a los médicos contralores, consultó al Ejecutivo la razón
de la modificación del artículo 8°, realizado en la Cámara de Diputados.

Enseguida, e Honorable Senador señor Macaya argumentó que
las  licencias  médicas  fraudulentas,  al  comprometer  el  patrimonio  público,
deberían tener una sanción más elevada, por ejemplo, privación de libertad,
a fin de realizar un cambio cultural profundo. Añadió que la orientación de
este proyecto de ley debe propender al buen uso de los recursos públicos.

Por  último,  consultó  a  la  SUSESO  y  al  COMPIN,  por  el
funcionamiento de la fiscalización con el uso de las nuevas tecnologías.

A continuación, el Honorable Senador señor Kusanovic planteó
que el problema real que tiene el país es que no hay castigos adecuados

4



parta los infractores de la ley. Añadió que el mal uso de licencias lo cometen
tanto quien la emite como quien la solicita y, por tanto, la única manera de
cambiar la conducta es con mayores sanciones.

El  Honorable  Senador  señor  Chahuán comentó  que
inexplicablemente se eliminaron dos temas necesarios, uno de ellos es la
fiscalización de los órganos contralores y el otro tema que no se abordó, es
el otorgamiento de licencias médicas desde el extranjero.

Sostuvo que la  peor  se  produce por  el  crimen organizado que
realizan médicos que, en su momento, llegaron al país y se registraron pero
que, posteriormente, se fueron al extranjero y, desde allí, otorgan licencias
médicas fraudulentas.

Señaló  que  se  requieren  2.000  millones  adicionales  en  el
presupuesto, para el trabajo adecuado de fiscalización de licencias médicas.

Por su parte, el Honorable Senador señor Macaya indicó que en
la  Cámara  de  Diputados  se  planteó  la  idea  de  sancionar  también  a  los
usuarios que solicitan licencias médicas fraudulentas y consideró clave tener
esa discusión.

La  Subsecretaria  de  Salud  Pública,  señora  Andrea  Albagli
coincidió con lo planteado por los integrantes de la Comisión, sobre lo que
está ocurriendo con la emisión fraudulenta de licencias médicas. Añadió que
es  escandaloso  e  implica  fraude  al  Fisco,  además  de  atentar  contra  la
imagen de la gran mayoría de emisores de licencias médicas que las emiten
correctamente y también, atenta contra el resguardo de recursos para el uso
del derecho de las personas al descanso reparatorio.

Agregó  que  se  puede  hablar  desde  tres  puntos  de  vista  de
licencias médicas: desde el punto de vista del que recibe la licencia; desde el
punto  de  vista  del  proceso  de  la  emisión,  que  implica  el  proceso  de  la
contraloría médica, y desde el punto de vista del emisor, que es el foco de
este proyecto de ley.

Hizo esta distinción, prosiguió, debido a que se plantearon temas
importantes, en los cuales están trabajando, pero que escapan al objeto de
este proyecto de ley, por ejemplo, desde el punto de vista del receptor, es
cierto que existe un desafío enorme con el ausentismo en el sector público y
están trabajando en un plan para disminuirlo, a pesar que efectivamente no
está  reflejado en este proyecto  de ley,  porque su espíritu  se refiere  a la
emisión masiva de licencias sin fundamento médico.

Desde el punto de vista del proceso, indicó que se debe distinguir
dos cosas que hace la COMPIN. La primera, el  proceso de la contraloría
médica,  esto  es,  cuando  se  recibe  una  licencia  se  deben  revisar  los
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antecedentes para ver si  proceder o no. Luego se emite una decisión de
pagar la licencia o se rechazarla.

Luego, explicó que la otra es el trabajo de fiscalización, que es
retrospectivo a aquellas licencias que han sido emitidas. Al respecto, destacó
que  están  en  funcionamiento  algoritmos  que  alertan  del  nivel  de  riesgo,
según  el  comportamiento  de  cada  emisor,  y  con  eso  se  realiza  la
fiscalización a los emisores.

Recalcó la distinción entre el proceso de contraloría médica y el
proceso de fiscalización.

Manifestó que este proyecto de ley se enfoca en la fiscalización y,
en ese ámbito, del aumento de sanciones y de las facultades de todas las
instituciones que son parte, con el objeto de disminuir el comportamiento de
grandes emisores de licencias médicas fraudulentas.

Comentó que desde el  año 2023,  se comenzó con un plan de
fiscalización desde la COMPIN, con las facultades que actualmente tienen y
aplicando  las  sanciones  vigentes,  con  los  cual  han  logrado  buenos
indicadores.  Informó que  se  registran  1.191 prestadores sancionados  por
emitir  licencias  médicas  de  manera  irregular;  23  médicos  que  han  sido
condenados por la justicia, algunos privados de libertad; se ha logrado un
ahorro  de  cerca  de  300.000  millones  de  pesos;  se  han  disminuido  las
licencias  médicas  anuales  por  primera  vez,  en  un  15%,  quebrando  la
tendencia al alza, y también se ha disminuido la cantidad de prestadores que
tienen un comportamiento de gran emisor, en 195 prestadores menos que
tiene ese comportamiento.

Afirmó  que  este  proyecto  de  ley,  cambia  las  sanciones  y  las
aumenta, lo que está en concordancia para fortalecer el trabajo logrado en
materia de fiscalización.

Respecto al informe de Contraloría General de la República, que
se ha mencionado, hizo una diferencia metodológica. Observó que levanta el
problema  de  la  cantidad  de  médicos  que  tienen  un  comportamiento  de
grandes  emisores,  pero  en ese análisis,  que  fue  hecho el  año  2022,  no
excluye a los profesionales que estaban emitiendo licencias para COVID-19,
tanto a los pacientes como a sus contactos.

Sobre la sanción a los usuarios que requieren licencias médicas
fraudulentas,  expresó  que  una  de  las  modificaciones  realizadas  en  la
Cámara  de  Diputados  fue  entregar  una  nueva  obligación  a  la  SUSESO,
quien debe notificar al empleador, en el  caso de ausencia de fundamento
médico de quien recibe la licencia.
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Lo anterior ya se recogía en la normativa, específicamente, en el
Decreto N° 3, pero ahora, se eleva a rango legal.

El  Honorable  Senador  señor  Macaya consideró  que  esa
obligación no cambia la conducta de las personas, lo que sí ocurriría con una
sanción de multa, al inicio, hasta la privación de libertad, cuando se trata de
casos reiterados, por tratarse de una conducta que defrauda al Fisco.

La  Subsecretaria  de  Salud  Pública comentó  que  cuando  el
empleador es notificado de esta conducta, si el infractor es un funcionario
público, está sujeto a un sumario administrativo, proceso que puede llevar a
su destitución.

Además, incurre en un delito quien compra una licencia médica
fraudulenta,  no  solamente  quien  la  emite,  y  la  COMPIN  entrega  esa
información al Ministerio Público, quien corrobora si efectivamente se produjo
o no un delito. Lo anterior se encuentra en el marco normativo, por eso no se
incluyó en el proyecto de ley.

El  Honorable Senador señor Castro González consultó por los
millonarios fraudes que se publicitan en las páginas de internet relativas a la
venta de licencias médicas, específicamente, preguntó por las denuncias al
Ministerio Público, quien las realiza, cómo se controlan los sistemas digitales,
dado que hay dos empresas que realizan las licencias digitales.

 
La  Directora  Nacional  de  la  COMPIN,  señora  Valeria

Céspedes, contestó que el proyecto de ley se enfoca en una parte, que es la
fiscalización,  sin  perjuicio  que,  en  las  otras  etapas  del  proceso,  se
encuentran trabajando igualmente.

Respecto a los usuarios el sistema, comentó algunas medidas que
han tomado para mejorar el proceso de fiscalización, el cual se realiza en la
contraloría médica. Al respecto, informó que a partir de este año se instaló un
sistema de peritaje  durante  la  contraloría  médica,  donde se  solicita  a  un
profesional médico, externo a la institución, un estudio para aquellos casos
que ameritan dudas respecto a la procedencia de esa licencia, de tal manera
que el pronunciamiento sea mucho más objetivo.

Otro tema relevante, prosiguió, es la actualización de la normativa
interna, como el Decreto N° 3, para el proceso de tramitación, y el Decreto N°
7, que son las orientaciones técnicas que utilizan los controladores médicos
para poder sancionar la licencia, que se está actualizando con un equipo de
expertos  de  la  SUSESO,  de  FONASA,  de  la  Superintendencia  de  Salud
Pública,  y  del  Ministerio  de  Salud,  para  dar  mayores  herramientas  a  los
médicos contralores y sancionar el uso de licencias médicas fraudulentas.
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Añadió que han trabajado en conjunto con SUSESO y FONASA,
respecto a los operadores de licencias médicas, que son las dos empresas
que tramitan las licencias, desde el punto de vista de la emisión, exigiendo
mayor control, por ejemplo, en la IP y en la frecuencia de emisión, generando
estos chequeos que permiten detectar casos de riesgo en la misión.

Explicó que actualmente se encuentran implementando un piloto
de inteligencia artificial y mecanismos de detección de riesgo de usuarios y
se ha realizado cruces de información con la Policía de Investigaciones de
Chile (PDI), para verificar si las personas están en el territorio nacional o en
el  extranjero  durante  su  licencia  médica  o  si  están  trabajando  con  otro
empleador.

Comentó  que  se  han  detectado  en  este  piloto,  a  más  de  100
funcionarios que están haciendo mal uso de licencias médicas, lo que se ha
denunciado al Ministerio Público e informado a la institución empleadora para
que realice los sumarios respectivos.

Respecto  a  las  páginas  de internet  donde  se  ofrecen  licencias
médicas fraudulentas, sostuvo que el Ministerio Público está en conocimiento
de esos hechos y realizan pesquisas a través de distintas redes sociales
donde se publican los avisos.

Por su parte, la  Superintendenta de Seguridad Social, señora
Pamela Gana, reforzó lo mencionado, desde el rol de la SUSESO. En primer
lugar, señaló que, por primera vez en el año 2023, se presentó una reducción
en el número de licencias médicas.

Por  otra  parte,  manifestó  el  interés  de  que  se  apruebe  este
proyecto de ley, porque otorga facultades más claras respecto de los roles de
cada una de los organismos que participan de esta institucionalidad y en
particular por el lado de la SUSESO, entrega atribuciones claras respecto a
la normativa para el proceso de licencia médica electrónica.

Agregó que se encuentran trabajando en conjunto con FONASA y
COMPIN,  para  establecer  criterios  médicos  respecto  a  la  emisión  de
licencias médicas de salud mental, que es una proporción muy importante
dentro de la emisión de licencias médicas, y es uno de los tipos de licencias
que más se han visto  en los médicos sancionados,  por  lo  tanto,  se está
haciendo una propuesta de modificación del Decreto N° 7, que norma los
criterios para emitir licencias.

A su vez, informó que la SUSESO estableció como mecanismo
permanente, respecto a los casos que investigan y que pueden revestir algún
nivel de fraude, reportarlos periódicamente al Ministerio Público.
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Recordó que las sanciones a 23 médicos, dictadas por el sistema
judicial, se originaron por el trabajo conjunto que se realiza con el Ministerio
Público.

Señaló  que  han  aumentado  sustancialmente  el  número  de
investigaciones que hacen en virtud del artículo 5° de la mencionada ley y a
la  vez,  han  mejorado  la  focalización,  llegando  a  los  casos  que  ameritan
sanciones.  Destacó que se aplica  la  inteligencia de  datos,  relacionado al
desarrollo  de  indicadores  de  resultados  para  identificar  cambios  de
comportamiento temprano, a fin de iniciar la investigación.

Relacionado con lo anterior, comentó que tienen un proyecto con
la  Facultad  de  Ingeniería  Industrial  de  la  Universidad  de  Chile,  para
desarrollar un modelo de inteligencia artificial,  que ayude en tres ámbitos:
primero, identificar las licencias médicas más probables que sean dadas sin
fundamento  médico,  para  llevar  a  investigaciones  más  focalizadas;  en
segundo lugar, identificar de mejor forma los casos que deberían enviar al
Ministerio Público, y, por último, de todas las denuncias que reciben, poder
identificar cuáles de ellas son las más efectivas para ser investigadas.

Puntualizó  que  actualmente  pueden  investigar  y  se  puede
sancionar  a  un  profesional  médico  si  realiza  una  emisión  de  licencia  sin
fundamento médico, pero este proyecto agrega otro elemento que también
se sanciona si no se evidencia una atención médica y eso puede ser en Chile
y también respecto a las atenciones en el extranjero, por tanto, aborda lo
planteado por el Senador Chahuán, de alguna forma.

A su vez, el  Director de FONASA, señor Camilo Cid, planteó,
respecto a los informes de prensa relativos a la auditoría de la Contraloría
General de la República, que está relacionado con lo que se ha discutido,
porque, como se ha relatado, el proceso de tramitación de licencias médicas
está compartido por varias instituciones y, por ende, se requiere un esfuerzo
mancomunado para abordar las soluciones, lo que se ha estado haciendo.

Explicó  que  el  Fondo  tiene  el  presupuesto  de  las  licencias
médicas, las financia y administra el sistema informático que sirve para que
todas las otras instituciones funcionen. Es decir, el sistema es disponibilizado
a la COMPIN y a la SUSESO para que realicen las funciones que les son
propias. No obstante, señaló que el sistema presenta problemas y se está
trabajando en solucionarlo. Recordó que el sistema tiene cerca de 20 años y
ha tenido distintas etapas de mejora.

Manifestó que lo que ha solicitado la Contraloría, más allá de las
observaciones, es que, como administradores del sistema y financiadores, se
pueda organizar un trabajo de mejora, que involucra a todas las instituciones
para solucionar los problemas detectados.
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En tal sentido, informó que ya han presentado un plan de trabajo y
han organizado las mesas de trabajo, para abordar estos problemas.

Respecto a las observaciones formuladas a FONASA, indicó que
una se debe a una multa cursada por el Fondo, debido a que el proveedor
tuvo  un  problema  de  ciberseguridad  masivo,  cuestión  que  incumplió  el
contrato. Añadió que Contraloría presentó otra forma de cálculo distinta de la
multa, corrección de la misma que fue acogida por el Fondo.

Otra de las observaciones formuladas, señaló, dice relación con
los 35 médicos sancionados, que habrían otorgado 2.400 licencias médicas
fraudulentas. Explicó que la observación se formuló porque el  sistema no
tenía una forma de detectar automáticamente que esos médicos habían sido
sancionados y, por lo tanto, no habían sido bloquearlos. Indicó que el tema
fue solucionado y está operativo en el sistema hace una semana.

Luego, refirió que se observó las licencias médicas gestionadas
fuera de plazo,  lo  cual  dice  relación con los  problemas de operación  del
sistema.  Al  respecto,  informó  que  FONASA  está  presentando  estos
problemas en la discusión de la mesa de trabajo, con el objeto de generar
alertas en el sistema.

Por otra parte,  se observó el  caso de los grandes emisores de
licencias, respecto de los cuales, se han desarrollado diferentes alertas para
detectar y mejorar el sistema.

Otro  tema,  prosiguió,  fue  el  registro  nacional  de  prestadores,
respecto a lo cual no hay una norma que obligue a que las personas estén
inscritas en ese registro para emitir licencias. Por lo tanto, el sistema no tenía
una interoperabilidad con la base de datos de la Superintendencia de Salud,
para detectar a los médicos que no tienen esta condición. También añadió
existen temas relacionados con fechas de emisión de licencias.

Manifestó que esos son, en términos generales, las observaciones
de la auditoría, motivo por el cual han sido convocados por la Contraloría a
organizar una mesa de trabajo, a fin de solucionar los problemas técnicos
que el sistema tiene, lo cual se está realizando en tiempo y forma.

Respecto a las denuncias que se realizan, al igual que las demás
instituciones,  manifestó  que  FONASA  al  detectar  una  violación  a  la  ley,
realiza la denuncia del caso. Informó que como FONASA han tramitado 46
denuncias  directamente  y  otras  40,  con  representación  del  Consejo  de
Defensa del Estado.

Por  su  parte,  el  asesor  legislativo  del  Ministerio  de  Salud,
señor Jaime Junyent, sostuvo que el tema de las licencias médicas se está
abordando  a  través  de  distintos  mecanismos  legales.  Así,  en  la  Ley  de
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Presupuestos, ha sido tema de especial preocupación las transferencias que
se hacen a las Cajas de Compensacións. En este punto se está trabajando
en una glosa por parte de FONASA y el objeto es adelantar la fecha de las
transferencias para evitar problemas de liquidez.

En segundo lugar, aclaró que el texto despachado por el Senado
en primer  trámite  no  contenía  ninguna disposición  relativa  a  los  médicos
extranjeros.  Sin  perjuicio  de  ello,  comentó  que  están  disponibles  a
conversarlo en otra instancia legal.

Respecto a los controladores médicos, detalló que está regulado
en el artículo 8° de la ley vigente, y lo único que se modificó, fue el inciso
segundo, a través de una indicación del Ejecutivo para desestimarlo, ya que
este proyecto de ley busca establecer herramientas más efectivas para la
fiscalización.

En cuanto a las multas que se habían establecido, indicó que eran
expropiatorias de las remuneraciones,  para los contralores de COMPIN e
Isapres, porque en el primer tramo de las multas, en el caso de los médicos
contralores de COMPIN, su expectativa máxima es llegar a un grado 5, que
equivale  aproximadamente  a  3,3  millones  de  pesos.  Añadió  que  este
funcionario está sujeto a un régimen estatutario y disciplinario, por tanto, la
sanción  que  correspondería,  por  falta  de  probidad,  sería  la  destitución,
además del ejercicio de las acciones penales correspondientes.

El Honorable Senador señor Macaya replicó que el problema es
que  esas  normas  no  se  aplican,  por  lo  cual  se  debe  entregar  señales
adecuadas  y  consideró  que  las  multas  que  se  habían  propuesto  no  son
expropiatorias.

A  continuación,  el  señor  Junyent,  se  refirió  a  la  ausencia  de
sanciones privativas de libertad. Explicó que en el artículo 4 del proyecto de
ley,  se  introducen  modificaciones  al  artículo  202  del  Código  Penal y  la
Cámara  de  Diputados  aprobó  la  incorporación  de  una  pena  privativa  de
libertad, que se aplicaría a los facultativos que emiten licencias fraudulentas.

Agregó que lo referido a la emisión de licencias médicas desde el
extranjero, se regula en la Ley de Telemedicina, contenido en los artículos
1°, 3° y 8° bis, de la ley N° 20.584.

Por último, compartió una  presentación que contiene el resumen
de las modificaciones realizadas en la Cámara de Diputados. Destacó que
las sanciones administrativas introducidas por el Senado en el artículo 5º y
del artículo 2º, no fueron modificadas en la Cámara de Diputados.
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Añadió que no se modificó la estructura y sustancia del proyecto
de ley, como los requisitos para emitir licencias médicas, los procedimientos
ante la COMPIN y la SUSESO y, las multas y sanciones administrativas.

El Honorable Senador señor Macaya preguntó por la posibilidad
de poner un foco adicional en el usuario de las licencias médicas.

El señor Junyent señaló que la desvinculación del trabajador que
presenta  una  licencia  médica  fraudulenta,  se  encuentra  regulada  en  el
artículo 160 del Código del Trabajo.

Por  su  parte,  el  Honorable  Senador  señor Castro  González
comentó  que  hay  dos  temas  que  son  necesarios  revisar,  el  primero,  se
refiere a las modificaciones realizadas al  artículo  8°  de la  ley N° 20.585,
relacionado con las sanciones y fiscalizaciones a los contralores médicos.
Añadió que el segundo aspecto, es el inciso nuevo incorporado al artículo
tercero transitorio del proyecto de ley, que establece una nueva prórroga a
los médicos, de un año más, de publicada la ley, para que se haga exigible el
Examen  Único  Nacional  de  Conocimientos  de  Medicina  (EUNACOM).
Consideró  que  no  corresponde  esa  prórroga,  en  consideración  a  que  es
sabido que la mayoría de los grandes emisores de licencias médicas son
extranjeros, que están sometidos a EUNACOM.

El  Honorable  Senador  señor Chahuán agregó  otro  punto  a
revisar, relacionado con el artículo 1°, número 1, referido a los que pueden
emitir licencias médicas, que menciona a los médicos, cirujanos dentistas o
matronas, que se encuentren debidamente inscritos y legalmente habilitados
en el Registro Nacional de Prestadores Individuales de Salud. Consideró que
debería  agregarse la  obligación de encontrarse en el  territorio  nacional  o
bien, establecer una norma expresa que prohíba el otorgamiento de licencias
médicas por telemedicina, desde el extranjero.

- - - 

A continuación, se efectúa, siguiendo el orden del articulado del
proyecto,  una relación  de  las  modificaciones que introdujo  la  Cámara  de
Diputados, en segundo trámite constitucional,  al  texto aprobado en primer
trámite constitucional por el Senado, así como de los acuerdos adoptados
por la Comisión respecto de las referidas enmiendas, producto del debate
producido.

Artículo 1°

Esta norma introduce diversas modificaciones en la ley N° 20.585,
sobre otorgamiento y uso de licencias médicas.

Número 1
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El Senado,  en primer trámite constitucional,  aprobó el  siguiente
número 1:

“1.- Incorpóranse, en el artículo 1°, los siguientes incisos segundo,
tercero y cuarto, nuevos: 

“Sólo  podrán  emitir  licencias  médicas  aquellos  prestadores  de
salud que se encuentren debidamente inscritos en el Registro Nacional de
Prestadores  Individuales  de  Salud  que  para  estos  efectos  lleva  la
Superintendencia  de  Salud,  y  que  hayan  aprobado  el  Examen  Único
Nacional de Conocimientos de Medicina. Este último requisito será exigible
sólo  a  quienes  hayan  obtenido  o  revalidado,  según  el  caso,  su  título
profesional de médico cirujano, a partir del 19 de abril de 2009.

Con todo, el requisito referido a la aprobación del Examen Único
Nacional  de Conocimientos de Medicina no se exigirá a los profesionales
señalados en la ley N° 21.274, que habilita temporalmente a los médicos
cirujanos que indica, para ejercer sus especialidades en el  sector público,
que correspondan.

Para  los  efectos  de  esta  ley,  se  entenderá  por  prestadores
aquellos profesionales y establecimientos a los que se refiere el artículo 3°
de  la  ley  Nº  20.584,  que  regula  los  derechos  y  deberes  que  tienen  las
personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud.”.

La Cámara de Diputados,  en segundo trámite  constitucional,  lo
reemplazó por el siguiente:

“1.- Incorpórase en el artículo 1° el siguiente inciso segundo:

“Sólo  podrán  emitir  licencias  médicas  los  médicos  cirujanos,
cirujano dentistas o matronas, que se encuentren debidamente inscritos y
legalmente habilitados en el Registro Nacional de Prestadores Individuales
de  Salud  que  dispone  la  Superintendencia  de  Salud.  En  el  caso  de  los
médicos  cirujanos  que  hayan  obtenido  o  revalidado  su  título  de  médico
cirujano a partir  del  19 de abril  de 2009,  les será exigible  además haber
aprobado el examen único nacional de conocimientos de medicina.”.”.

La  Comisión  de  Salud  rechazó  la  modificación  por  la
unanimidad de sus miembros presentes, Honorable Senadora señora
Órdenes y Honorables Senadores señores Castro González, Gahona y
Macaya.
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Número 2

El Senado,  en primer trámite constitucional,  aprobó el  siguiente
número 2:

“2.- Agréganse los siguientes artículos 1° bis y 1° ter, nuevos:

“Artículo 1° bis.- Para emitir una Licencia Médica Electrónica con
ocasión de una atención de salud bajo la modalidad de telemedicina,  los
prestadores deberán acreditar que cuentan con: 

a)  Un  sistema  de  registro  clínico  electrónico  integrado  con  el
sistema de información establecido en el artículo 10 bis, y

b) Una plataforma de telemedicina certificada por un organismo
técnico habilitado por el Ministerio de Salud. La plataforma deberá garantizar
la calidad de la atención en aspectos técnicos y clínicos, así como también la
identidad del prestador y del paciente.

Los  requisitos  mencionados  en  el  inciso  anterior  deberán  ser
acreditados  ante  la  Subsecretaría  de  Salud  Pública,  la  que,  previa
constatación de éstos, dictará una resolución que autorice al prestador para
emitir licencias médicas electrónicas.

Los prestadores que no acrediten estos requisitos no podrán emitir
una licencia médica electrónica. A su vez, la Subsecretaría de Salud Pública
suspenderá la habilitación del prestador que ha dejado de cumplir con uno o
ambos requisitos.

Un  reglamento  dictado  por  el  Ministerio  de  Salud  y,  además,
suscrito  por  el  Ministro  del  Trabajo  y  Previsión  Social  regulará  el
procedimiento  y  la  forma  en  que  se  acreditará  el  cumplimiento  de  los
requisitos señalados en el inciso primero, y la habilitación y suspensión de la
calidad de emisores de licencias médicas electrónicas bajo la modalidad de
telemedicina.

Artículo  1°  ter.-  Durante  la  sustanciación de los  procedimientos
administrativos  sobre  licencias  médicas  regulados  en  esta  ley,  se  podrá
decretar provisoriamente la suspensión de la emisión de licencias médicas
para el profesional investigado, cuando existan antecedentes que permitan
presumir  la  ausencia  de  un  acto  médico  que  justifica  la  emisión  de  la
respectiva licencia médica.

Por  razones  fundadas,  la  suspensión  señalada  en  el  inciso
anterior  podrá  ser  alzada  o  modificada  durante  la  tramitación  del
procedimiento.  En  todo  caso,  ésta  se  extinguirá  con  la  eficacia  de  la
resolución administrativa que ponga fin al procedimiento correspondiente.
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En caso de que los hechos que motivaron la suspensión a la que
se  refiere  este  artículo  puedan  constituir  crímenes  o  simples  delitos,  el
funcionario que dictó dicha medida deberá denunciar aquellos hechos ante el
Ministerio Público o ante la policía, si no hubiere fiscalía en el lugar en que el
funcionario presta sus servicios.”.”.

La Cámara de Diputados,  en segundo trámite  constitucional,  lo
sustituyó por el siguiente:

“2.- Incorpóranse los siguientes artículos 1° bis y 1° ter:

“Artículo 1° bis.- La licencia médica electrónica se materializará en
un formulario especial  electrónico,  que registrará todas las certificaciones,
resoluciones  y  autorizaciones  que  procedan.  Excepcionalmente,  cuando
existan circunstancias referidas a la falta de medios tecnológicos o a la falta
de conectividad, que haga imposible el uso de estos medios, o bien se trate
de  un  profesional  autorizado  previamente  por  la  respectiva  Comisión  de
Medicina Preventiva e Invalidez,  las licencias médicas podrán emitirse en
formulario de papel.

El texto de la licencia médica electrónica será el mismo que el de
la  licencia  médica  en  formulario  de  papel,  y  deberá  contener  todas  las
secciones y datos exigidos en éste, conforme a la normativa del Ministerio de
Salud.

Se entenderá por licencia médica electrónica aquella otorgada y
tramitada a través de un documento electrónico, en los términos señalados
en  la  ley  N°  19.799,  sobre  documentos  electrónicos,  firma  electrónica  y
servicios de certificación de dicha firma, y su normativa complementaria, y se
tendrá en cuenta el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de
Salud y sus respectivos reglamentos.

Para  el  otorgamiento  y  tramitación  de  la  licencia  médica
electrónica  deberá  existir  un  sistema  de  información,  el  que  podrá  ser
operado por entidades públicas o privadas. 

La  Superintendencia  de  Seguridad  Social  fiscalizará  y
supervigilará,  conforme  a  la  normativa  legal  y  reglamentaria  aplicable  al
efecto, el sistema de información que permite el otorgamiento y tramitación
electrónica de las licencias médicas. Los operadores de dicho sistema de
información,  y  las  demás  entidades  que  participen  en  el  proceso  de
tramitación  de  las  licencias  médicas  a  través  de  él,  serán  fiscalizadas  y
reguladas  por  la  Superintendencia  de  Seguridad  Social,  en  lo  que  diga
relación con dicha función.
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La Superintendencia  de Seguridad Social  estará  facultada para
dictar una o más normas de carácter general que regulen las condiciones de
funcionamiento del referido sistema de información. En su rol de fiscalización
y  supervigilancia,  la  Superintendencia  de  Seguridad  Social  velará,
especialmente, por el cumplimiento de las normas en materia de protección
de datos.

Para la aplicación de las sanciones contempladas en esta ley, la
Superintendencia  y  las  Comisiones  de  Medicina  Preventiva  e  Invalidez
podrán instruir a la o las entidades que operen el sistema que suspendan la
facultad  de  emisión  de  licencias  médicas  a  los  profesionales  que  sean
sancionados en conformidad a los procedimientos establecidos en ella, con
indicación del período por el cual se deberá mantener la suspensión.

Artículo 1° ter.- Con ocasión de una atención de salud realizada a
distancia o por telemedicina apoyada en tecnologías de la información y las
comunicaciones, los profesionales habilitados para la emisión de licencias
médicas, además de los requisitos señalados en el artículo anterior, deberán
estar  habilitados  para  realizar  atenciones  de  salud  a  distancia  o  por
telemedicina,  en  especial,  para  utilizar  una  plataforma  tecnológica  de
conformidad al artículo 10 bis de la ley N° 20.584, que regula los derechos y
deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su
atención  en  salud.  Esta  plataforma  deberá  contemplar  un  registro  de
atenciones.”.”.

La  Comisión  de  Salud  aprobó  la  modificación  por  la
unanimidad de sus miembros presentes, Honorable Senadora señora
Órdenes y Honorables Senadores señores Castro González, Gahona y
Macaya.

Número 3

El Senado,  en primer trámite constitucional,  aprobó el  siguiente
número 1:

“3.- Introdúcense, en el artículo 2°, las siguientes enmiendas:

a)  Reemplázanse  sus  incisos  primero  y  segundo  por  los
siguientes:

“Artículo 2°.- Las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez
podrán solicitar a los profesionales que por ley emitan licencias médicas que
se encuentren sometidas a su conocimiento, la entrega o remisión de los
antecedentes o informes complementarios que las respalden y, por razones
fundadas,  los  citará  a  una  audiencia  para  aclarar  aspectos  de  su
otorgamiento bajo  el  apercibimiento de aplicar  las  multas  y  suspensiones
señaladas en el siguiente inciso.
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La inasistencia injustificada a las citaciones, así como también la
negativa a la entrega o la no remisión de los antecedentes solicitados en los
plazos fijados al efecto, los que no podrán exceder de siete días corridos,
habilitarán a la Comisión para que, mediante resolución fundada, sancione al
profesional  con multas  a  beneficio  fiscal  de hasta  50 unidades tributarias
mensuales. Además, como medida de apremio, la Comisión deberá ordenar
la suspensión de la emisión de licencias médicas electrónicas o de papel, y
la  venta  de  formularios  de  licencias  médicas,  según  corresponda,  por  el
plazo de hasta sesenta días hábiles, en atención a la cantidad de licencias
médicas respecto de las cuales se solicitan los antecedentes que no han sido
entregados, medida que se renovará automáticamente mientras persista la
conducta del profesional.”.

b)  Agrégase,  en  el  inciso  tercero,  a  continuación  del  punto  y
aparte, que pasa a ser punto y seguido, lo siguiente: “Transcurrido el plazo
para dicha reclamación, corresponderá a la Superintendencia de Seguridad
Social informar a las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez sobre
las  reclamaciones  presentadas  por  el  prestador  sancionado.  Lo  anterior,
dentro  del  primer  día  siguiente  hábil  al  del  vencimiento  del  plazo  de
reclamación.”.

c)  Intercálase  el  siguiente  inciso  cuarto,  nuevo,  pasando  los
actuales incisos cuarto y quinto a ser incisos quinto y sexto, respectivamente:

“Interpuesta la  reclamación por  el  prestador  sancionado ante la
Superintendencia de Seguridad Social, ésta deberá resolverla en un plazo de
veinte  días.  Dicha  resolución  también  deberá  ser  informada  por  la
Superintendencia  de  Seguridad  Social  a  las  Comisiones  de  Medicina
Preventiva e Invalidez.”.

La Cámara de Diputados,  en segundo trámite  constitucional,  lo
reemplazó por el siguiente:

“3.- Reemplázase el artículo 2° por el siguiente:

“Artículo 2º.- Las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez
podrán solicitar a los profesionales habilitados para emitir licencias médicas
que se encuentren sometidas a su conocimiento, la entrega o remisión de los
antecedentes o informes complementarios que las respalden dentro del plazo
de  diez  días  hábiles,  bajo  apercibimiento  de  aplicar  las  multas  y
suspensiones señaladas en el  inciso siguiente. En casos excepcionales, y
por razones fundadas, las Comisiones podrán citar a los profesionales a una
audiencia  para  aclarar  aspectos  del  otorgamiento  de la  o  las licencias,  y
podrán  ampliar  el  plazo  para  entregar  los  antecedentes  o  informes
complementarios,  si  corresponde,  hasta  el  máximo  de  siete  días  hábiles
adicionales.
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Si  el  profesional  no  entrega  los  antecedentes  o  informes
solicitados dentro del plazo señalado o aquellos fueren insuficientes, o no
asista injustificadamente a las citaciones, la Comisión mediante resolución
fundada  aplicará  la  sanción  de  multa  a  beneficio  fiscal  de  entre  diez  y
cincuenta unidades tributarias mensuales. En casos calificados, la Comisión
podrá, además, suspender la venta de formularios de licencias médicas y la
facultad  de  emisión  de  licencias  médicas  electrónicas  o  de  papel,  según
corresponda,  por  el  plazo  de  hasta  treinta  días  hábiles,  medida  que  se
renovará automáticamente mientras persista la conducta del profesional.

Para  efectos  de  determinar  la  sanción  específica,  la  Comisión
tendrá en especial consideración el número de licencias médicas respecto de
las cuales se solicitaron los antecedentes, el grado de incumplimiento, las
conductas  anteriores  del  profesional  requerido  o  citado,  y  cualquier  otro
criterio que a su juicio sea relevante.

Recibida  o  no  la  información  solicitada,  o  por  inasistencia
injustificada  del  profesional  a  la  citación,  en  caso  de  que  existan
antecedentes que hagan suponer, fundadamente, que una o más licencias
médicas fueron emitidas sin fundamento médico en los términos señalados
en esta ley, las Comisiones solicitarán a la Superintendencia de Seguridad
Social el inicio del procedimiento regulado en el artículo 5°, y acompañarán
todos  los  antecedentes  que  tuviere  en  su  poder.  En  el  evento  de  existir
antecedentes que acrediten que el profesional ha incurrido en falsedad en el
otorgamiento de licencias médicas, las Comisiones deberán remitir, sin más
trámite, los antecedentes al Ministerio Público.

En  contra  de  la  resolución  que  imponga  la  sanción  podrá
reclamarse ante la Superintendencia de Seguridad Social, dentro del plazo
de cinco días hábiles contado desde su notificación. Al día siguiente hábil de
la interposición de la reclamación, la Superintendencia de Seguridad Social
deberá informar a las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez de su
interposición. La Superintendencia de Seguridad Social  deberá resolver la
reclamación dentro del plazo de veinte días hábiles. La resolución que ponga
término a dicho procedimiento deberá ser informada por la Superintendencia
de Seguridad Social a las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez.

Vigente la suspensión, las Comisiones, de oficio o a petición de
parte, podrán ponerle término, si el profesional proporciona los antecedentes
o informes requeridos,  o acude a la citación.  En caso de que el  reclamo
señalado en el inciso anterior sea resuelto a favor del profesional, se dejarán
sin efecto las multas cursadas y cesará la suspensión aplicada.

Las multas deberán ser pagadas en la Tesorería General de la
República dentro del plazo de diez días hábiles, contado desde la fecha en
que la  resolución  que las  impuso quede  firme o  ejecutoriada.  Para  tales
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efectos,  las copias de las resoluciones de las Comisiones tendrán mérito
ejecutivo.”.”.

La  Comisión  de  Salud  aprobó  la  modificación  por  la
unanimidad de sus miembros presentes, Honorable Senadora señora
Órdenes y Honorables Senadores señores Castro González, Gahona y
Macaya.

- - -

Número 4, nuevo

La  Cámara  de  Diputados,  en  segundo  trámite  constitucional,
agregó el siguiente número 4, nuevo:

“4.-  Incorpórase  en  el  artículo  3°,  a  continuación  del  vocablo
“profesionales”, las dos veces que aparece, la palabra “habilitados”.”.

La  Comisión  de  Salud  aprobó  la  modificación  por  la
unanimidad de sus miembros presentes, Honorable Senadora señora
Órdenes y Honorables Senadores señores Castro González, Gahona y
Macaya.

- - -

Número 4

El Senado,  en primer trámite constitucional,  aprobó el  siguiente
número 4:

“4.- Introdúcense, en el artículo 5°, las siguientes enmiendas:

a)  Elimínase,  en  el  inciso  primero,  la  palabra  “evidente”,  y
reemplázase la expresión “una investigación”, por la frase “un procedimiento
de investigación”.

b)  Reemplázase  el  inciso  segundo  por  los  siguientes  incisos
segundo y tercero, nuevos:

“La  Superintendencia  de  Seguridad  Social  notificará  del
procedimiento al profesional investigado, al paciente y al empleador, cuando
corresponda;  y  requerirá  informe sobre  los  hechos  investigados,  en  cuyo
caso, dentro del plazo de diez días hábiles contado desde la notificación, el
profesional investigado deberá acompañar copia íntegra de la ficha clínica,
siempre que se circunscriba a la condición o patología que dio origen a la
respectiva licencia,  u otro documento que acredite la atención médica, en
caso de que ésta última no exista. Además, el profesional investigado podrá
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solicitar  a  la  Superintendencia  de  Seguridad Social  que se  le  cite  a  una
audiencia para complementar los descargos efectuados en el informe antes
señalado.

En  caso  de  que  el  profesional  investigado  trabaje  para  un
prestador  institucional  de  salud,  éste  podrá  solicitar  a  la  institución  copia
íntegra  de  la  ficha  clínica,  siempre  que  se  circunscriba  a  la  condición  o
patología  que  dio  origen  a  la  respectiva  licencia,  u  otro  documento  que
acredite  la  atención  médica,  en  caso  de  que  ésta  última  no  exista.  El
prestador institucional deberá hacer entrega de dicha información dentro del
plazo  de  cinco  días  hábiles  contado  desde  la  respectiva  solicitud.  Si  el
prestador institucional de salud se negare por cualquier causa a la entrega
de la documentación señalada, deberá emitir un certificado fundamentando
dicha negativa, el que deberá ser entregado al profesional investigado dentro
de cinco días hábiles contados desde la solicitud. Si el prestador institucional
de salud no entregase el certificado dentro de plazo, su representante legal
será  solidariamente  responsable  del  pago  de  la  eventual  multa  que  se
imponga  al  profesional  investigado.  Lo  dispuesto  en  este  inciso  no  será
aplicable  a  las sociedades en las que el  profesional  investigado tenga la
administración o participe directa o indirectamente de, al menos, el diez por
ciento de su propiedad, en cuyo caso estará obligado a hacer entrega de la
ficha clínica en las condiciones indicadas en el inciso anterior.”.

c) Reemplázanse los incisos tercero y cuarto, que han pasado a
ser incisos cuarto y quinto, respectivamente, por los siguientes:

“Transcurrido el plazo de diez días hábiles señalado en el inciso
segundo de este artículo o realizada la audiencia de complementación de
descargos,  la  Superintendencia  de  Seguridad  Social  resolverá
fundadamente. Excepcionalmente, en caso de que, por causa imputable al
profesional  investigado,  éste  no  acompañare  el  informe y  la  ficha  clínica
dentro  del  plazo  señalado  en  el  inciso  segundo,  y  dichos  antecedentes
fueran  necesarios  para  resolver  la  investigación,  la  Superintendencia  de
Seguridad Social omitirá pronunciamiento y podrá, en este caso, aplicar la
medida de apremio establecida en el artículo 2° de esta ley, por el plazo de
cinco  días,  la  que  se  renovará  automáticamente  mientras  persista  la
conducta  del  profesional.  Una  vez  recibidos  dichos  antecedentes,  la
Superintendencia resolverá fundadamente el caso.

Si de conformidad al procedimiento establecido en este artículo se
acredita la emisión de una o más licencias sin existir fundamento médico, es
decir,  en  ausencia  de  una  patología  que  produzca  incapacidad  laboral
temporal  por  el  período  y  la  extensión  del  reposo  prescrito,  la
Superintendencia aplicará las siguientes sanciones:

1) Suspensión de hasta por ciento ochenta días de la facultad para
otorgar licencias médicas, del Registro Nacional de Prestadores Individuales
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de Salud y una multa a beneficio fiscal  de hasta 140 unidades tributarias
mensuales. La multa podrá elevarse al doble en caso de constatarse que la
emisión de licencias sin fundamento médico ha sido reiterada.

2)  Suspensión  hasta  por  un  año  de  la  facultad  para  otorgar
licencias  médicas,  del  Registro  Nacional  de  Prestadores  Individuales  de
Salud  y  una  multa  a  beneficio  fiscal  de  hasta  200  unidades  tributarias
mensuales,  en  caso  de  reincidencia  dentro  del  período  de  cinco  años
contado desde la fecha de la  notificación de la  resolución que impuso la
primera sanción.

3)  Suspensión  hasta  por  tres  años  de  la  facultad  para  otorgar
licencias  médicas,  del  Registro  Nacional  de  Prestadores  Individuales  de
Salud  y  una  multa  a  beneficio  fiscal  de  hasta  350  unidades  tributarias
mensuales, en caso de segunda reincidencia dentro del  período de cinco
años contado desde la fecha de la notificación de la resolución que impuso la
primera sanción.

4)  Suspensión  perpetua  de  la  facultad  para  otorgar  licencias
médicas, la cancelación del Registro Nacional de Prestadores Individuales de
Salud  y  una  multa  a  beneficio  fiscal  de  hasta  600  unidades  tributarias
mensuales, en caso de tercera reincidencia dentro del período de cinco años
contado desde la fecha de la  notificación de la  resolución que impuso la
primera sanción.”.

d) Suprímese el actual inciso sexto.

e)  Reemplázanse,  en  el  inciso  séptimo,  los guarismos “10”  por
“150” y “80” por “350”.”.

En la  Cámara de Diputados, en segundo trámite  constitucional,
pasó a ser número 5, sustituido por el que sigue:

“5.- Reemplázase el artículo 5° por el siguiente:

“Artículo 5°.- En caso de que el profesional habilitado para otorgar
licencias médicas emita una o más licencias con ausencia de fundamento
médico, es decir, con ausencia de una patología que produzca incapacidad
laboral temporal por el período y la extensión del reposo prescrito o sin una
atención de salud asociada a su emisión, la Superintendencia de Seguridad
Social, de oficio o a petición de la Secretaría Regional Ministerial de Salud,
de la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez, del Fondo Nacional de
Salud,  de  una  Institución  de  Salud  Previsional  o  de  cualquier  particular,
podrá, si existe mérito para ello, iniciar un procedimiento de investigación.

La Superintendencia de Seguridad Social notificará del inicio del
procedimiento  al  profesional  que  haya  emitido  la  o  las  licencias  médicas
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investigadas, quien tendrá el plazo de diez días hábiles, contado desde la
notificación, para evacuar traslado, y acompañar las partes de la ficha clínica
del o de los pacientes beneficiarios de la o las licencias que se circunscriban
a  la  condición  o  patología  que  les  dio  origen,  y  otros  documentos  que
acrediten  la  atención  médica,  bajo  apercibimiento  de  continuar  el
procedimiento sin dichos antecedentes. 

El  profesional  podrá  solicitar  al  prestador  institucional  de  salud
donde  se  produjo  la  atención  que  originó  la  o  las  licencias  médicas
investigadas copia de los antecedentes señalados en el  inciso anterior. El
prestador institucional deberá hacer entrega de dicha información dentro del
plazo  de  cinco  días  hábiles  contado  desde  la  respectiva  solicitud.  Si  el
profesional efectúa esta solicitud de información, la Superintendencia podrá
ampliar el plazo señalado en el inciso anterior en cinco días hábiles. Si el
prestador institucional de salud se niega por cualquier causa a la entrega de
la documentación, deberá emitir un certificado con los fundamentos de dicha
negativa, el que deberá ser entregado al profesional investigado dentro del
mismo plazo. Si el prestador institucional de salud no entrega el certificado
dentro de plazo, su representante legal será solidariamente responsable del
pago de la  eventual  multa  que se imponga al  profesional  investigado.  Lo
dispuesto en este inciso no será aplicable a las sociedades en las que el
profesional  investigado  tenga  la  administración  o  participe  directa  o
indirectamente de, al menos, el  diez por ciento de su propiedad, en cuyo
caso estará obligado a hacer entrega de la ficha clínica en las condiciones
indicadas en el inciso anterior.

Sin  perjuicio  de  lo  anterior,  durante  el  procedimiento  de
investigación la Superintendencia podrá solicitar informe a los prestadores de
salud  donde  se  produjeron  las  atenciones  y  a  las  personas  cotizantes  o
beneficiarias de la o las licencias médicas, quienes tendrán el plazo de diez
hábiles para informar.

Excepcionalmente,  si  por  causa  que  le  sea  imputable,  el
profesional  investigado  no  acompaña  los  antecedentes  dentro  del  plazo
señalado en el  inciso segundo,  y  éstos sean necesarios  para  resolver  la
investigación, la Superintendencia de Seguridad Social podrá aplicar como
medida de apremio la suspensión por quince días de la facultad para otorgar
licencias médicas, la que podrá ser prorrogada hasta por tres veces en caso
de mantenerse el incumplimiento. En todo caso, la medida de suspensión
será alzada en cuanto el profesional investigado entregue los antecedentes.

Transcurrido  el  plazo  para  evacuar  traslado,  recibidos  los
antecedentes  o  vencidos  los  plazos  señalados  en  el  inciso  anterior,  la
Superintendencia  resolverá  fundadamente.  Si  de  conformidad  al
procedimiento establecido en este artículo, se acredita la emisión de una o
más licencias sin fundamento médico, en los términos señalados en el inciso
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primero  de  este  artículo,  la  Superintendencia  aplicará  las  siguientes
sanciones:

1.  Suspensión  hasta  por  ciento  ochenta  días  de  la
facultad  para  otorgar  licencias  médicas,  del  Registro  Nacional  de
Prestadores Individuales de Salud, y una multa a beneficio fiscal de hasta
ciento cuarenta unidades tributarias mensuales. La multa podrá elevarse al
doble en caso de constatarse que la emisión de licencias sin fundamento
médico  o  sin  una  atención  profesional  asociada  a  su  emisión  ha  sido
reiterada.

2.  Suspensión  hasta  por  un  año  de  la  facultad  para
otorgar licencias médicas, del Registro Nacional de Prestadores Individuales
de  Salud,  y  una  multa  a  beneficio  fiscal  de  hasta  doscientas  unidades
tributarias mensuales, en caso de reincidencia dentro del período de cinco
años contado desde la fecha de la notificación de la resolución que impuso la
primera sanción.

3. Suspensión hasta por tres años de la facultad para
otorgar licencias médicas, del Registro Nacional de Prestadores Individuales
de  Salud,  y  una  multa  a  beneficio  fiscal  de  hasta  trescientas  cincuenta
unidades tributarias mensuales, en caso de segunda reincidencia dentro del
período  de  cinco  años  contado  desde  la  fecha  de  la  notificación  de  la
resolución que impuso la primera sanción.

4.  Suspensión  perpetua  de  la  facultad  para  otorgar
licencias  médicas,  cancelación  del  Registro  Nacional  de  Prestadores
Individuales de Salud,  y una multa a beneficio fiscal  de hasta seiscientas
unidades tributarias mensuales, en caso de tercera reincidencia dentro del
período  de  siete  años  contado  desde  la  fecha  de  la  notificación  de  la
resolución que impuso la primera sanción.

Para la determinación de las sanciones específicas que en cada
caso  corresponda  aplicar,  la  Superintendencia  de  Seguridad  Social
considerará el número de licencias médicas emitidas sin fundamento médico
o sin mediar una atención de salud, el  reconocimiento de los hechos por
parte del profesional investigado, y cualquier otro criterio que, a su juicio, sea
relevante.  Asimismo,  acreditada  la  emisión  de  una  o  más  licencias  sin
fundamento médico, se deberá notificar a los empleadores respecto de los
beneficiarios involucrados. 

En  el  evento  de  existir  antecedentes  que  acrediten  que  el
profesional ha incurrido en falsedad en el otorgamiento de licencias médicas,
la Superintendencia deberá remitir los antecedentes al Ministerio Público, sin
más trámite.
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En  contra  de  la  resolución  que  imponga  la  sanción  podrá
deducirse  recurso  de  reposición  ante  la  Superintendencia  de  Seguridad
Social en el plazo de cinco días contado desde su notificación. En contra de
la resolución que rechace la reposición se podrá reclamar ante la Corte de
Apelaciones  correspondiente  al  territorio  jurisdiccional  del  domicilio  del
sancionado, en los términos señalados en el artículo 58 de la ley N° 16.395,
que fija  el  texto  refundido de la  ley  de  organización  y  atribuciones de la
Superintendencia de Seguridad Social.”.”.

La  Comisión  de  Salud  aprobó  la  modificación  por  la
unanimidad de sus miembros presentes, Honorable Senadora señora
Órdenes y Honorables Senadores señores Castro González, Gahona y
Macaya.

- - -

Número 5

El Senado,  en primer trámite constitucional,  aprobó el  siguiente
número 5:

“5.- Sustitúyese el inciso cuarto del artículo 6° por el que sigue:

“En contra de la resolución que imponga la sanción o de la que
recaiga  en  el  recurso  de  reposición,  según  corresponda,  el  profesional
afectado podrá reclamar ante la  Corte de Apelaciones correspondiente al
territorio  jurisdiccional  de  su  domicilio,  en  los  términos  señalados  en  los
incisos primero y tercero del artículo 58 de la ley N° 16.395. Para efectos de
la presente ley, el plazo de quince días establecido en el inciso primero de la
norma  señalada,  se  contará  desde  la  notificación  que  se  realice  de
conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 2°. El profesional
no podrá interponer recurso de reposición una vez presentado el recurso de
reclamación que establece la presente ley.”.

En la  Cámara de Diputados, en segundo trámite  constitucional,
pasó a ser número 6, reemplazado por el siguiente:

“6.- Derogase el artículo 6°.”.

La  Comisión  de  Salud  aprobó  la  modificación  por  la
unanimidad de sus miembros presentes, Honorable Senadora señora
Órdenes y Honorables Senadores señores Castro González, Gahona y
Macaya.

Número 6
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El Senado,  en primer trámite constitucional,  aprobó el  siguiente
número 6:

“6.- Modifícase el artículo 8° del siguiente modo:

a) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual
inciso segundo a ser inciso tercero y así sucesivamente:

“La Superintendencia de Seguridad Social podrá también, si existe
mérito  para  ello,  iniciar  una  investigación  de  oficio  respecto  del  contralor
médico  de  una  Institución  de  Salud  Previsional  o  de  una  Comisión  de
Medicina  Preventiva  e  Invalidez  que  incurra  en  las  conductas  antes
descritas.”.

b)  Reemplázase  el  actual  inciso  tercero,  que  ha  pasado  a  ser
inciso cuarto, por el siguiente:

“Si de conformidad al procedimiento establecido en este artículo
se  acreditan  los  hechos  denunciados  o  investigados,  la  Superintendencia
aplicará  las  siguientes  sanciones,  teniendo  a  la  vista  el  mérito  de  la
investigación:

1) Suspensión por ciento ochenta días de la facultad para visar el
otorgamiento de licencias médicas en Instituciones de Salud Previsional y en
las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez, suspensión por el mismo
período  de  tiempo  del  Registro  Nacional  de  Prestadores  Individuales  de
Salud  y  una  multa  a  beneficio  fiscal  de  hasta  140  unidades  tributarias
mensuales. La multa podrá elevarse al doble en caso de constatarse que la
postergación de la  resolución,  el  rechazo o  la  modificación  de la  licencia
médica sin fundamento médico han sido reiterados.

2) Suspensión por un año de la facultad para visar el otorgamiento
de  licencias  médicas  en  Instituciones  de  Salud  Previsional  y  en  las
Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez,  suspensión por el  mismo
período  de  tiempo  del  Registro  Nacional  de  Prestadores  Individuales  de
Salud  y  una  multa  a  beneficio  fiscal  de  hasta  200  unidades  tributarias
mensuales,  en  caso  de  reincidencia  dentro  del  período  de  cinco  años
contado  desde  la  fecha  de  notificación  de  la  resolución  que  impuso  la
primera sanción.

3)  Suspensión  por  tres  años  de  la  facultad  para  visar  el
otorgamiento de licencias médicas en Instituciones de Salud Previsional y en
las  Comisiones  de  Medicina  Preventiva  e  Invalidez,  la  cancelación  del
Registro  Nacional  de  Prestadores  Individuales  de  Salud  y  una  multa  a
beneficio  fiscal  de  hasta  350 unidades tributarias mensuales,  en caso de
segunda reincidencia dentro  del  período de cinco años contado desde la
fecha de la notificación de la resolución que impuso la primera sanción.
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4) Suspensión perpetua de la facultad para visar el otorgamiento
de  licencias  médicas  en  Instituciones  de  Salud  Previsional  y  en  las
Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez, la cancelación del Registro
Nacional de Prestadores Individuales de Salud y una multa a beneficio fiscal
de hasta 600 unidades tributarias mensuales, en caso de tercera reincidencia
dentro del período de cinco años contado desde la fecha de la notificación de
la resolución que impuso la primera sanción.”.

c) Reemplázase en el actual inciso cuarto, que ha pasado a inciso
ser quinto, la expresión “informe del” por “traslado al”.”.

En la  Cámara de Diputados, en segundo trámite  constitucional,
pasó a ser número 7, sustituido por el siguiente:

“7.- Reemplázase el artículo 8° por el siguiente:

“Artículo  8°.-  El  contralor  médico  de  una  Institución  de  Salud
Previsional cuya función sea la autorización, modificación o rechazo de las
licencias médicas, que ordene bajo su firma rechazar o modificar una licencia
médica sin justificación que respalde su resolución, o sin expresión de causa,
podrá ser denunciado por la persona afiliada afectada por la medida o por su
representante ante la Institución de Salud Previsional respectiva, a fin de que
ésta  realice  una  investigación  de  los  hechos  denunciados.  Para  ello,  la
institución de salud previsional deberá tener a la vista los antecedentes, los
exámenes y la evaluación presencial del paciente. 

El profesional de la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez o
de la unidad de licencias médicas que incurra en la conducta descrita en el
inciso primero será sometido a sumario administrativo, en cuya virtud podrá
ser  destituido  de  su  cargo,  de  conformidad  a  las  reglas  estatutarias
respectivas.”.”.

La  Comisión  de  Salud  rechazó  la  modificación  por  la
unanimidad de sus miembros presentes, Honorable Senadora señora
Órdenes y Honorables Senadores señores Castro González, Gahona y
Macaya.

- - -

Número 8, nuevo

La  Cámara  de  Diputados,  en  segundo  trámite  constitucional,
incorporó el siguiente número 8, nuevo:

“8.- Incorpórase, a continuación del artículo 8°, el siguiente artículo
8° bis: 

26



“Artículo  8°  bis.-  El  monto  de  las  multas  impuestas  por  la
Superintendencia de Seguridad Social,  de conformidad con el  artículo  5°,
deberá ser pagado en la Tesorería General de la República dentro del plazo
de quince días hábiles contado desde que la resolución se encuentre firme.
La  persona  sancionada  deberá  ingresar  los  comprobantes  de  pago
respectivos  en  las  oficinas  de  la  Superintendencia  de  Seguridad  Social
dentro del quinto día de efectuado el pago.

Para efectos de lo dispuesto en el  inciso anterior, se entenderá
que la resolución de la Superintendencia de Seguridad Social se encuentra
firme  una  vez  que  se  hayan  agotado  las  instancias  de  recursos  y
reclamaciones establecidas en esta ley, o se encuentren vencidos los plazos
sin  que  el  interesado  haya  hecho  valer  los  señalados  recursos  y
reclamaciones. 

Las multas que se impongan por infracción a las disposiciones de
esta ley serán a beneficio fiscal.

Las resoluciones que establezcan las infracciones y determinen
las multas  tendrán mérito  ejecutivo y se  harán exigibles por  la  Tesorería
General de la República en los términos previstos en el inciso segundo del
artículo 35 del decreto ley N° 1.263, de 1975, Orgánico de Administración
Financiera del Estado. Para los efectos anteriores, se aplicará lo establecido
en el artículo 53 del Código Tributario.”.”.

La  Comisión  de  Salud  aprobó  la  modificación  por  la
unanimidad de sus miembros presentes, Honorable Senadora señora
Órdenes y Honorables Senadores señores Castro González, Gahona y
Macaya.

- - -

Número 9, nuevo

La  Cámara  de  Diputados,  en  segundo  trámite  constitucional,
incorporó el siguiente número 9, nuevo:

“9.- En el artículo 9°:

a) Reemplázase en el inciso primero la frase “los artículos 5° y 8°
de esta ley” por “los artículos 5° y 9° ter”.

b)  Intercálase  en  el  inciso  tercero,  entre  la  locución  “las
Instituciones de Salud Previsional” y el punto y seguido, la siguiente frase: “y
de las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez”.”.
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La  Comisión  de  Salud  aprobó  la  modificación  por  la
unanimidad de sus miembros presentes, Honorable Senadora señora
Órdenes y Honorables Senadores señores Castro González, Gahona y
Macaya.

- - -

Número 7

El Senado,  en primer trámite constitucional,  aprobó el  siguiente
número 7:

“7.-  Agréganse,  a  continuación  del  artículo  10,  los  siguientes
artículos 10 bis, 10 ter, 10 quáter, 10 quinquies, 10 sexies, 10 septies y 10
octies, nuevos:

“Artículo  10  bis.-  La  Superintendencia  de  Seguridad  Social
fiscalizará  y  supervigilará,  conforme  a  la  normativa  legal  y  reglamentaria
aplicable al efecto,  el sistema de información, administrado por una o más
entidades,  que  permita  el  otorgamiento  y  tramitación  electrónica  de  las
licencias médicas y asegure la generación de los respectivos comprobantes
de otorgamiento. En todo caso, el profesional que emita la licencia médica
deberá  proporcionar  al  trabajador  respectivo  el  comprobante  de  su
otorgamiento.

La Superintendencia  de Seguridad Social  estará  facultada para
dictar una o más normas de carácter general que regulen las condiciones de
funcionamiento del sistema de información señalado en el inciso precedente.
En su rol de fiscalización y supervigilancia, la Superintendencia de Seguridad
Social velará, especialmente, por el cumplimiento de las normas en materia
de  protección  de  datos  contenidas  en  la  ley  N°  20.584,  que  regula  los
derechos  y  deberes  que  tienen  las  personas  en  relación  con  acciones
vinculadas a su atención en salud, y en la ley N° 19.628, sobre protección a
la vida privada.

En  conformidad  a  lo  dispuesto  en  este  artículo,  la
Superintendencia  y  las  Comisiones  de  Medicina  Preventiva  e  Invalidez
podrán instruir a la o las entidades que operen el sistema que suspendan la
facultad  de  emisión  de  licencias  médicas  a  los  profesionales  que  sean
sancionados  en  conformidad  a  los  procedimientos  establecidos  en  los
artículos 1° ter, 2°, 5º y 8° de esta ley, indicando el período por el cual se
deberá mantener la referida suspensión.

Artículo  10  ter.-  El  monto  de  las  multas  impuestas  por  la
Superintendencia de Seguridad Social, de conformidad a los artículos 5° y 8°
de  la  presente  ley,  deberá  ser  pagado  en  la  Tesorería  General  de  la
República  dentro  del  plazo de quince días  hábiles contado desde que la
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resolución se encuentre firme. La persona sancionada deberá ingresar los
comprobantes de pago respectivos en las oficinas de la Superintendencia de
Seguridad Social dentro de quinto día de efectuado el pago.

Para efectos de lo dispuesto en el  inciso anterior, se entenderá
que la resolución de la Superintendencia de Seguridad Social se encuentra
firme  una  vez  que  se  hayan  agotado  las  instancias  de  recursos  y
reclamaciones  establecidas  en  la  presente  ley  o  habiéndose  vencido  los
plazos  para  ello  sin  que  el  interesado  haya  hecho  valer  los  señalados
recursos y reclamaciones.

Las multas que se impongan por infracción a las disposiciones de
esta ley serán a beneficio fiscal.

Las resoluciones que establezcan las infracciones y determinen
las multas  tendrán mérito  ejecutivo y se  harán exigibles por  la  Tesorería
General de la República, en los términos previstos en el inciso segundo del
artículo 35 del decreto ley N° 1.263, Orgánico de Administración Financiera
del Estado, promulgado y publicado el año 1975, del Ministerio de Hacienda.
Para los efectos anteriores, se aplicará lo establecido en el artículo 53 del
Código Tributario.

La  Tesorería  General  de  la  República  podrá  retener  de  la
devolución  de impuestos  a la  renta  que le  correspondiese anualmente  al
infractor  de  esta  ley,  los  montos  que  se  encontraren  impagos  según  lo
informado  por  la  Superintendencia  de  Seguridad  Social  e  imputar  dicho
monto  al  pago  de  la  mencionada  deuda,  debiendo  comunicar  a  dicha
Superintendencia el monto retenido.

Artículo  10  quáter.-  La  Superintendencia  de  Seguridad  Social
mantendrá, en su sitio web, un registro público de las sanciones aplicadas
conforme al procedimiento establecido en esta ley, las que se incluirán desde
que la resolución que las haya cursado se encuentre notificada.

Los prestadores de salud deberán publicar el  registro a que se
refiere  el  inciso  anterior  en  sus  sitios  web  y  en  algún  lugar  físico  del
establecimiento de salud.

Además,  la  Superintendencia  de  Seguridad  Social  deberá
mantener  publicado permanentemente  en su  sitio  web  un  registro  con  el
promedio de emisiones de licencias médicas de cada prestador individual por
día,  mes y  año,  y  especialidad,  el  que  deberá  ser  actualizado  cada tres
meses.

Artículo 10 quinquies.- La Superintendencia de Seguridad Social y
las  Comisiones  de  Medicina  Preventiva  e  Invalidez  no  podrán  investigar,
solicitar  antecedentes  médicos  complementarios  o  citar  a  profesionales
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emisores por licencias médicas emitidas con una antigüedad superior a cinco
años.

Asimismo,  tampoco  podrán  aplicar  ninguna  de  las  sanciones
establecidas en esta ley luego de transcurridos cinco años contados desde la
fecha en que se notificó el inicio del respectivo procedimiento administrativo
sancionatorio  o  se  efectuó  la  solicitud  de  antecedentes  médicos
complementarios.

Artículo 10 sexies.- La Superintendencia de Seguridad Social y la
Comisión  de  Medicina  Preventiva  e  Invalidez  podrán  requerir  a  los
prestadores de salud, sean éstos públicos o privados, y a los profesionales
investigados que hubieren intervenido en la emisión de una licencia médica,
los  antecedentes  clínicos  y  otros  que  sean  necesarios  para  cumplir  las
funciones que esta ley les encomienda, quienes estarán obligados a remitirla.

La  Superintendencia  de  Seguridad  Social  y  la  Comisión  de
Medicina Preventiva e Invalidez podrán requerir información a la Tesorería
General  de  la  República  respecto  del  pago  de  las  sanciones  impuestas
conforme a esta ley; al Servicio de Impuestos Internos respecto de la emisión
de  la  respectiva  boleta  de  honorarios,  facturas  y,  en  general,  de  los
documentos  tributarios  por  la  prestación  profesional  que  dio  origen  a  la
licencia;  a  la  Policía  de  Investigaciones  de  Chile  respecto  de  ingresos  y
egresos del país de los investigados por la Superintendencia, y a cualquier
otro  organismo  para  recabar  antecedentes  sólo  respecto  de  las
investigaciones que realice en conformidad con el artículo 5° de la presente
ley.

Sin perjuicio  de lo  señalado en el  inciso anterior,  las  Cajas  de
Compensación  y  de  Asignación  Familiar  deberán  informar  a  la
Superintendencia,  tan  pronto  tomen  conocimiento,  de  cualquier  conducta
sospechosa que afecte a las empresas afiliadas y sus trabajadores respecto
de la tramitación y pago de subsidios por incapacidad laboral derivado de
una licencia médica.

Artículo  10  septies.-  Las  sanciones  aplicadas  conforme  a  los
procedimientos regulados en esta ley se anotarán en el Registro Nacional de
Prestadores Individuales de Salud, información que deberá ser claramente
visible  para quienes consulten dicho registro;  en especial,  en lo  que dice
relación con las suspensiones vigentes.

En el evento en que se disponga la suspensión del prestador del
Registro Nacional de Prestadores Individuales de Salud, éste podrá continuar
con la prestación de las garantías en salud en actual otorgamiento, sólo para
los  efectos  del  cumplimiento  de la  garantía  de  oportunidad,  siempre  que
informe de esta suspensión al beneficiario y éste consienta expresamente en
ello. De la misma manera, los prestadores institucionales de salud deberán
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informar a la persona de la alternativa de continuar su tratamiento con otro
profesional,  si  existiese.  Para  el  caso que esto  no sea posible,  o  que el
beneficiario no quiera continuar su tratamiento con el prestador suspendido,
la Institución de Salud Previsional o el  Fondo Nacional de Salud deberán
designar  un  nuevo  prestador  dentro  de  los  plazos  contemplados  en  la
respectiva garantía.

Artículo  10  octies.-  Salvo  que  se  disponga  expresamente  otra
modalidad, los plazos de esta ley corresponderán a días corridos. En todo lo
demás, se aplicará lo dispuesto en el artículo 25 de la ley N° 19.880, que
establece las bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos
de los órganos de la Administración del Estado.

Las notificaciones a las que se refiere esta ley se practicarán por
medios  electrónicos  a  los  correos  electrónicos  que  mantengan  las
Comisiones  de Medicina  Preventiva  e  Invalidez  y  la  Superintendencia  de
Seguridad  Social,  salvo  que  el  prestador  informe  su  voluntad  de  ser
notificado en un domicilio digital distinto. En todo lo demás, se aplicará lo
dispuesto en el Párrafo 1° del Capítulo III de la ley N° 19.880.

En todo caso, a los procedimientos regulados por esta ley se les
aplicarán supletoriamente las normas de la ley N° 19.880.”.”.

En la  Cámara de Diputados, en segundo trámite  constitucional,
pasó a ser número 10, con la siguiente redacción:

“10.-  Incorpóranse, a continuación del  artículo 9°,  los siguientes
artículos 9° bis, 9° ter, 9° quáter, 9° quinquies, 9° sexies y 9° septies:

“Artículo  9  bis.-  La  Superintendencia  de  Seguridad  Social
mantendrá en su sitio web un sistema de denuncia anónima de mal uso de
licencia médica y un registro público de las sanciones aplicadas conforme al
procedimiento  establecido  en esta  ley,  las  que se  incluirán  desde que la
resolución que las haya cursado se encuentre notificada.

Los prestadores de salud deberán publicar el  registro a que se
refiere  el  inciso  anterior  en  sus  sitios  web  y  en  algún  lugar  físico  del
establecimiento de salud.

Además,  la  Superintendencia  de  Seguridad  Social  deberá
mantener  publicado permanentemente  en su  sitio  web  un  registro  con  el
promedio de emisiones de licencias médicas de cada prestador individual
desglosado  por  día,  mes y  año,  y  especialidad.  Este  registro  deberá  ser
actualizado cada tres meses.

Artículo  9°  ter.-  Si  las  Comisiones  de  Medicina  Preventiva  e
Invalidez o la Superintendencia de Seguridad Social toman conocimiento que
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un profesional ha otorgado una o más licencias médicas durante el período
en  que  su  facultad  para  emitir  licencias  se  encuentra  suspendida  por
aplicación de lo dispuesto en los artículos 2° o 5°, la entidad respectiva podrá
aplicar una multa de cincuenta unidades tributarias mensuales. Este monto
se incrementará en diez unidades tributarias mensuales por cada licencia
adicional  otorgada,  hasta  el  máximo  de  trescientas  unidades  tributarias
mensuales.

Artículo  9°  quáter.-  Las  sanciones  aplicadas  conforme  a  los
procedimientos regulados en esta ley se anotarán en el Registro Nacional de
Prestadores Individuales de Salud. Las Comisiones de Medicina Preventiva e
Invalidez y la Superintendencia de Seguridad Social deberán informar a la
Superintendencia de Salud las sanciones que imponga dentro del plazo de
tres días hábiles desde que éstas se encuentran firmes.

La  información  deberá  ser  claramente  visible  para  quienes
consulten  dicho  registro,  en  especial,  lo  que  dice  relación  con  las
suspensiones  vigentes.  Con  todo,  la  falta  de  inscripción  en  el  Registro
Nacional  de  Prestadores  Individuales  de  Salud  de  las  resoluciones  que
imponen sanciones no afectará su validez y eficacia.

Si se dispone la suspensión del prestador habilitado para emitir
licencias del Registro Nacional de Prestadores Individuales de Salud, éste
podrá continuar con la prestación de las garantías en salud de conformidad a
lo dispuesto en la ley N° 19.966, que establece un régimen de garantías en
salud,  sólo  para  efectos  del  cumplimiento  de la  garantía  de  oportunidad,
siempre  que  previamente  se  informe  de  esta  suspensión  a  la  persona
beneficiaria y ésta consienta expresamente en ello.

De la misma manera, los prestadores de salud deberán informar al
paciente de la alternativa de continuar su tratamiento con otro profesional, si
ello fuera factible. Si lo anterior no es posible, o si la persona beneficiaria no
quiere continuar su tratamiento con el prestador suspendido, la Institución de
Salud Previsional o el Fondo Nacional de Salud deberán designar un nuevo
prestador dentro de los plazos contemplados en la respectiva garantía.

Artículo 9° quinquies.- La Superintendencia de Seguridad Social y
las  Comisiones  de  Medicina  Preventiva  e  Invalidez  podrán  requerir  los
antecedentes  clínicos,  y  otros  que  sean  necesarios  para  cumplir  las
funciones que esta ley les encomienda, a los prestadores de salud, sean
éstos  públicos  o  privados,  y  a  los  profesionales  investigados  que  hayan
intervenido en la emisión de una licencia médica, los que estarán obligados a
remitirlos.

La  Superintendencia  de  Seguridad  Social  y  la  Comisión  de
Medicina Preventiva e Invalidez podrán requerir información a la Tesorería
General  de  la  República  respecto  del  pago  de  las  sanciones  impuestas
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conforme a esta ley; al Servicio de Impuestos Internos respecto de la emisión
de  la  respectiva  boleta  de  honorarios,  facturas  y,  en  general,  de  los
documentos tributarios por la prestación profesional que dieron origen a la
licencia;  a  la  Policía  de  Investigaciones  de  Chile  respecto  de  ingresos  y
egresos  del  país  de  los  investigados  por  la  Superintendencia.  Además,
podrán requerir antecedentes a cualquier otro organismo sólo respecto de las
investigaciones que realicen en conformidad con los artículos 2° y 5°.

Sin perjuicio  de lo  señalado en el  inciso anterior,  las  Cajas  de
Compensación  y  de  Asignación  Familiar  deberán  informar  a  la
Superintendencia  tan  pronto  tomen  conocimiento  de  cualquier  conducta
sospechosa  que  afecte  a  las  empresas  afiliadas  y  a  sus  trabajadoras  y
trabajadores, respecto de la tramitación y pago de subsidios por incapacidad
laboral derivados de una licencia médica.

Artículo 9° sexies.- La Superintendencia de Seguridad Social y las
Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez no podrán investigar, solicitar
antecedentes médicos complementarios o citar a profesionales emisores por
licencias médicas emitidas con una antigüedad superior a cinco años.

Tampoco se podrá aplicar ninguna de las sanciones establecidas
en esta ley luego de transcurridos cinco años contados desde la fecha en
que  se  notificó  el  inicio  del  respectivo  procedimiento  administrativo
sancionatorio  o  se  efectuó  la  solicitud  de  antecedentes  médicos
complementarios.

Artículo  9°  septies.-  Salvo  que  se  disponga  expresamente  otra
modalidad, los plazos de esta ley serán de días corridos. En todo lo demás,
se aplicará lo dispuesto en el artículo 25 de la ley N° 19.880, que establece
las bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los
órganos de la Administración del Estado.

Las notificaciones a las que se refiere esta ley se practicarán por
medios  electrónicos  en  base  a  la  última  información  que  mantengan  las
Comisiones  de Medicina  Preventiva  e  Invalidez  y  la  Superintendencia  de
Seguridad  Social,  salvo  que  el  prestador  informe  su  voluntad  de  ser
notificado en un domicilio digital distinto. En todo lo demás, se aplicará lo
dispuesto en el Párrafo 1° del Capítulo III de la ley N° 19.880. 

En todo caso, a los procedimientos regulados en esta ley les será
aplicables supletoriamente las normas de la ley N° 19.880.”.”.

La  Comisión  de  Salud  aprobó  la  modificación  por  la
unanimidad de sus miembros presentes, Honorable Senadora señora
Órdenes y Honorables Senadores señores Castro González, Gahona y
Macaya.
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Artículo 2º

Encabezamiento

El  Senado,  en  primer  trámite  constitucional  aprobó  la  siguiente
redacción:

“Artículo 2°.- Añádese, en el inciso quinto del artículo 13 de la ley
Nº 20.584, que regula los derechos y deberes que tienen las personas en
relación con acciones vinculadas a su atención en salud, la siguiente letra f),
nueva:”

La Cámara de Diputados ha sustituido la referencia a la “letra f)”
por otra a la “letra h)”.

La  Comisión  de  Salud  aprobó  la  modificación  por  la
unanimidad de sus miembros presentes, Honorable Senadora señora
Órdenes y Honorables Senadores señores Castro González, Gahona y
Macaya.

Letra f) propuesta

El  Senado,  en  primer  trámite  constitucional  aprobó  la  siguiente
redacción:

“f) A la Superintendencia de Seguridad Social y a la Comisión de
Medicina Preventiva e Invalidez,  en el  ejercicio  de las facultades que les
concede la ley N° 20.585, sobre otorgamiento y uso de licencias médicas.”.

En la  Cámara de Diputados, en segundo trámite  constitucional,
pasó a denominarse letra h), con la siguiente redacción:

“h)  A  la  Superintendencia  de  Seguridad  Social,  a  través  del
personal  responsable  de  la  investigación  respectiva;  a  los  contralores
médicos  de  las  Comisiones  de  Medicina  Preventiva  e  Invalidez;  y  a  los
profesionales habilitados para emitir licencias médicas, todos los anteriores,
en el  ejercicio de las facultades que les concede la ley N° 20.585,  sobre
otorgamiento  y  uso de licencias  médicas,  en  lo  que diga  relación  con la
condición o patología que dio origen a la respectiva licencia.”.

La  Comisión  de  Salud  aprobó  la  modificación  por  la
unanimidad de sus miembros presentes, Honorable Senadora señora
Órdenes y Honorables Senadores señores Castro González, Gahona y
Macaya.
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Artículo 3º

El Senado,  en primer trámite constitucional,  aprobó el  siguiente
artículo 3°:

“Artículo 3°.- Introdúcese, en el artículo 1° de la ley Nº 20.261, que
crea  Examen  Único  Nacional  de  Conocimientos  de  Medicina,  incorpora
cargos que indica al Sistema de Alta Dirección Pública y modifica la ley Nº
19.664, el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando los actuales incisos quinto
y sexto a ser incisos sexto y séptimo, respectivamente:

“Sin perjuicio de lo expuesto, el examen deberá evaluar contenidos
relativos  al  marco  normativo  vigente  sobre  sanciones  administrativas  y
penales, por emisión injustificada o fraudulenta de licencias médicas.”.

La  Cámara  de  Diputados,  en  segundo  trámite  constitucional,  lo
sustituyó por el siguiente:

“Artículo  3°.-  Introdúcense  las  siguientes  modificaciones  en  el
artículo  1°  de  la  ley  Nº  20.261,  que  crea  Examen  Único  Nacional  de
Conocimientos de Medicina, incorpora cargos que indica al Sistema de Alta
Dirección Pública y modifica la ley Nº 19.664:

1. Incorpórase el siguiente inciso segundo, nuevo:

“También el examen único nacional de conocimientos de medicina
será requisito para otorgar licencias médicas, de conformidad con la ley N°
20.585, sobre otorgamiento y uso de licencias médicas.”.

2.  Incorpórase,  a  continuación  del  actual  inciso  cuarto,  que  ha
pasado a ser inciso quinto, el siguiente inciso sexto, nuevo:

“Sin  perjuicio  de  lo  expuesto,  el  examen  deberá  evaluar
contenidos  relativos  al  marco  normativo  vigente  sobre  sanciones
administrativas y penales, por emisión injustificada o fraudulenta de licencias
médicas.”.

La  Comisión  de  Salud  aprobó  la  modificación  por  la
unanimidad de sus miembros presentes, Honorable Senadora señora
Órdenes y Honorables Senadores señores Castro González, Gahona y
Macaya.

Artículo 4º

El Senado,  en primer trámite constitucional,  aprobó el  siguiente
artículo 4°:
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“Artículo 4°.- Modifícase el Código Penal del siguiente modo:

1.-  Sustitúyese,  en  el  acápite  “Penas  de  simples  delitos”  del
artículo 21, la oración “Inhabilitación especial temporal para emitir licencias
médicas”, por la siguiente: “Inhabilitación especial temporal para ejercer la
profesión de médico cirujano, matrona o cirujano dentista”, e intercálase, a
continuación, la siguiente pena: “Inhabilitación especial perpetua para ejercer
la profesión de médico cirujano, matrona o cirujano dentista.”.

2.- En el artículo 202:

a)  Reemplázase,  en  el  inciso  segundo,  la  frase  “las  penas  de
reclusión menor en sus grados mínimo a medio” por “las penas de reclusión
menor en sus grados medio a máximo”.

b) Reemplázanse, en el inciso tercero, la frase “con las mismas
penas  y  una  multa  de  cincuenta  a  quinientas  unidades  tributarias
mensuales”,  por  la  siguiente:  “con presidio  menor  en  su  grado mínimo a
máximo y una multa de trescientas a mil unidades tributarias mensuales”, y la
frase “inhabilitación especial temporal para emitir licencias médicas”, por la
siguiente:  “inhabilitación  especial  temporal  para  ejercer  la  profesión  de
médico cirujano, matrona o cirujano dentista”.

c) Agrégase, en el inciso cuarto, la siguiente oración final: “Si el
reincidente  fuere  un  facultativo,  será  castigado  con  la  pena  de  reclusión
mayor  en  su  grado  mínimo,  multa  de  cien  a  mil  unidades  tributarias
mensuales  e  inhabilitación  especial  perpetua para  ejercer  la  profesión  de
médico cirujano, matrona o cirujano dentista.”.

d) Incorpórase el siguiente inciso final, nuevo:

“Al que maliciosamente use los documentos falsos, cualquiera sea
la  forma  en  que  los  haya  obtenido,  se  impondrá  las  penas  anteriores
disminuidas en dos grados.”.”.

La Cámara de Diputados,  en segundo trámite  constitucional,  lo
reemplazó por el siguiente:

“Artículo  4°.-  Introdúcense  las  siguientes  modificaciones  en  el
artículo 202 del Código Penal:

1. En el inciso tercero:

a) Reemplázase la frase “con las mismas penas y una multa de
cincuenta  a  quinientas  unidades  tributarias  mensuales”  por  “con  presidio
menor  en  su  grado  medio  a  máximo  y  una  multa  de  trescientas  a  mil
unidades tributarias mensuales”.
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b) Sustitúyese la frase “inhabilitación especial temporal para emitir
licencias  médicas”  por  “inhabilitación  especial  temporal  para  ejercer  la
profesión de médico cirujano, matrona o cirujano dentista”.

2. Incorpórase el siguiente inciso final, nuevo:

“Al que maliciosamente use los documentos falsos, cualquiera sea
la forma en que los haya obtenido, se impondrá la pena de reclusión menor
en sus grados mínimo a medio y multa de veinticinco a doscientas cincuenta
unidades  tributarias  mensuales.  En  caso  de  reincidencia  la  sanción
aumentará en un grado.”.”.

La  Comisión  de  Salud  aprobó  la  modificación  por  la
unanimidad de sus miembros presentes, Honorable Senadora señora
Órdenes y Honorables Senadores señores Castro González, Gahona y
Macaya.

Artículo 5º

El Senado,  en primer trámite constitucional,  aprobó el  siguiente
artículo 5°:

“Artículo  5°.-  Sustitúyese,  en  el  artículo  156  bis  del  Código
Procesal Penal, la frase “suspensión de la facultad de emitir dichas licencias”
por “suspensión del ejercicio de la profesión de médico cirujano, matrona o
cirujano dentista”.

La Cámara de Diputados,  en segundo trámite  constitucional,  lo
suprimió.

La  Comisión  de  Salud  aprobó  la  modificación  por  la
unanimidad de sus miembros presentes, Honorable Senadora señora
Órdenes y Honorables Senadores señores Castro González, Gahona y
Macaya.

Disposiciones transitorias

Artículo primero

Inciso primero

El Senado,  en primer trámite constitucional,  aprobó el  siguiente
inciso primero:

“Artículo  primero.-  La  presente ley  entrará  en vigencia desde su
publicación. Sin embargo, excepcionalmente, el registro público al que hace
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referencia el artículo 10 quáter comenzará a regir en el plazo máximo de un
año contado desde la publicación de esta ley.”.

La  Cámara  de  Diputados,  en  segundo  trámite  constitucional,
sustituyó la segunda oración, por las siguientes: 

“El registro público del artículo 9° bis, contenido en el numeral 10
del artículo 1°, regirá desde el primer día del segundo mes de publicada la
ley. La Superintendencia de Seguridad Social deberá incluir en el registro a
profesionales habilitados para emitir licencias médicas a los que se les haya
aplicado sanción de conformidad a la ley N° 20.585 con anterioridad a la
entrada en vigencia del registro, si la sanción siguiere vigente.”.

La  Comisión  de  Salud  aprobó  la  modificación  por  la
unanimidad de sus miembros presentes, Honorable Senadora señora
Órdenes y Honorables Senadores señores Castro González, Gahona y
Macaya.

Inciso segundo

El Senado,  en primer trámite constitucional,  aprobó el  siguiente
inciso segundo:

“El  reglamento  al  que  se  refiere  al  artículo  1°  bis  de  esta  ley
deberá dictarse en el plazo de un año contado desde su publicación.”.

La Cámara de Diputados,  en segundo trámite  constitucional,  lo
eliminó.

La  Comisión  de  Salud  aprobó  la  modificación  por  la
unanimidad de sus miembros presentes, Honorable Senadora señora
Órdenes y Honorables Senadores señores Castro González, Gahona y
Macaya.

Inciso tercero

El Senado,  en primer trámite constitucional,  aprobó el  siguiente
inciso tercero:

“Dentro del plazo de sesenta días contado desde la publicación de
esta ley,  la Superintendencia de Seguridad Social  deberá dictar los actos
administrativos generales necesarios para su correcta aplicación.”.

En la  Cámara de Diputados, en segundo trámite  constitucional,
pasó a ser inciso segundo, sin enmiendas.

La  Comisión  de  Salud  aprobó  la  modificación  por  la
unanimidad de sus miembros presentes, Honorable Senadora señora
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Órdenes y Honorables Senadores señores Castro González, Gahona y
Macaya.

Artículo tercero

El Senado,  en primer trámite constitucional,  aprobó el  siguiente
artículo tercero:

“Artículo  tercero.-  Los  médicos  cirujanos,  cirujanos  dentistas  o
matronas que emitan licencias médicas, tendrán el plazo de noventa días
corridos, desde la publicación de la presente ley, para solicitar su inscripción
en  el  Registro  Nacional  de  Prestadores  Individuales  de  Salud  de  la
Superintendencia  de  Salud,  o  bien,  para  modificar,  enmendar  o
complementar  los  antecedentes  vigentes,  en  el  caso  de  encontrarse
incorporados en el referido registro.

Una  vez  transcurrido  el  plazo  señalado  en  el  inciso  anterior,  la
Superintendencia  de  Salud  remitirá  a  la  Superintendencia  de  Seguridad
Social la nómina de profesionales que consten en el Registro Nacional de
Prestadores Individuales de Salud que se encuentren habilitados para emitir
licencias médicas.”.

La  Cámara  de  Diputados,  en  segundo  trámite  constitucional,
agregó al artículo tercero, el siguiente inciso final, nuevo:

“El  requisito  de  aprobación  del  examen  único  nacional  de
conocimientos  de  medicina  para  emitir  licencias  médicas  será  exigible  a
partir de un año de publicada esta ley. Si no se cumple con este requisito en
el  plazo  señalado,  la  habilitación  caducará  de  pleno  derecho,  y  los
antecedentes respectivos  deberán ser  remitidos  a la  Superintendencia de
Salud para actualizar el  Registro Nacional  de Prestadores Individuales de
Salud.”.

La  Comisión  de  Salud  rechazó  la  modificación  por  la
unanimidad de sus miembros presentes, Honorable Senadora señora
Órdenes y Honorables Senadores señores Castro González, Gahona y
Macaya.

- - -

Artículo cuarto, nuevo

La  Cámara  de  Diputados,  en  segundo  trámite  constitucional,
agregó el siguiente artículo cuarto transitorio, nuevo:
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“Artículo cuarto.- Para efectos del requisito exigido en el artículo 1°
ter,  contenido  en  el  numeral  2  del  artículo  1°,  los  prestadores  de  salud
podrán  continuar  realizando  atenciones  de  salud  a  distancia  o  por
telemedicina  apoyadas  en  tecnologías  de  la  información  y  las
comunicaciones,  hasta  por  seis  meses  luego  de  publicados  todos  los
reglamentos y normas técnicas señaladas en la ley N° 21.541, que modifica
la normativa que indica para autorizar a los prestadores de salud a efectuar
atenciones mediante telemedicina.

Si  no  se  cumple  con  este  requisito  en  el  plazo  señalado,  la
habilitación  caducará  de  pleno  derecho,  y  los  antecedentes  respectivos
deberán  ser  remitidos  a  la  Superintendencia  de  Salud  para  actualizar  el
Registro Nacional de Prestadores Individuales de Salud.”.

La  Comisión  de  Salud  aprobó  la  modificación  por  la
unanimidad de sus miembros presentes, Honorable Senadora señora
Órdenes y Honorables Senadores señores Castro González, Gahona y
Macaya.

- - -

PROPUESTAS DE LA COMISIÓN

La Comisión de Salud tiene el honor de proponer la adopción de
los  siguientes  acuerdos  respecto  de  las  enmiendas  introducidas  por  la
Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, al proyecto de ley
aprobado por el Senado, en el primer trámite constitucional:

-Aprobar las enmiendas realizadas a los artículos: 1°, números 2,
3, 4 nuevo, 4 (que pasa a ser 5), 5 (que pasa a ser 6), 8 nuevo, 9 nuevo, y 7
(que pasa a ser 10); artículo 2°; artículo 3°; artículo 4°; artículo 5; artículo
primero transitorio y artículo cuarto transitorio, nuevo.
(Unanimidad 4x0).

-Rechazar las enmiendas formuladas al: artículo 1º, números 1 y 6
(que pasa a ser 7), y al artículo tercero transitorio. (Unanimidad 4x0).

- - -

ACORDADO

Acordado en sesión celebrada el día 5 de noviembre de 2024, con
asistencia del Honorable Senador señor Javier Macaya Danús (Presidente);
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de  la  Honorable  Senadora  señora  Ximena  Ordenes  Neira,  y  de  los
Honorables Senadores señores Juan Luis Castro González; Sergio Gahona
Salazar, y Alejandro Kusanovic Glusevic.

Sala de la Comisión, a 7 de noviembre de 2024.

JULIO CÁMARA OYARZO
Abogado Secretario Accidental de la Comisión
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